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Resumen 

La presente investigación que tiene como título, la suspensión de la pena 

condicional mediante las resoluciones administrativas del Consejo Ejecutivo 

del Poder Judicial en tiempo de COVID-19, tiene como objetivo. Identificar si la 

suspensión del plazo de la pena condicional, afectan los derechos 

constitucionales a los sentenciados a penas suspendidas, en el distrito judicial 

de Arequipa. 

Respecto a la metodología, se utilizó el enfoque cualitativo, es de tipo básica, 

además, la presente investigación se realiza bajo el diseño de teoría 

fundamentada, asimismo, como técnica empleada tenemos la entrevista y el 

análisis documental. Por último, se cumplió con el rigor científico para las 

investigaciones cualitativas, así como con la ética en la investigación. 

Se concluyó que las resoluciones administrativas que emitió el Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial por el COVID-19, vienen siendo aplicadas porlos 

operadores de justicia para ampliar el periodo de prueba de las penas 

suspendidas, siendo que este tipo de plazos no deberían ser ampliadas debido 

a su naturaleza distinta al de los plazos procesales, además que esta 

ampliación afecta directamente en los derechos constitucionales de los 

condenados a los diferentes tipos de penas suspendidas. 

Palabras Clave: pena, plazo, suspensión de la pena, periodo. 
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Abstract 

The present investigation that has as its title the suspension, through the 

administrative resolutions of the Executive Council of the Judicial Power, in 

times of COVID-19 of the conditional sentence, has as its objective. To analyze 

if the suspension of the term of the conditional sentence through these 

administrative resolutions, affect the constitutional rights of those sentenced to 

this type of sentence, in the judicial district of Arequipa. 

Regarding the methodology, the qualitative approach was used, it is basic, in 

addition, the present investigation is carried out under the design of grounded 

theory. Likewise, as a technique used we have the interview and the 

documentary analysis. Finally, scientific rigor for qualitative research was 

complied with, as well as research ethics. 

It was concluded that the administrative resolutions issued by the Executive 

Council of the Judiciary for the COVID-19 virus have been applied by justice 

operators to extend the term of suspended sentences and their trial periods, 

since this type of term does not They should be extended or adequate due to 

their different nature from that of the procedural deadlines, in addition to the fact 

that this extension directly affects the constitutional rights of those sentenced 

to the different types of suspended sentences. 

Keywords: penalty, term, suspension, period. 
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I. INTRODUCCIÓN

En atención a la situación actual que vive el estado peruano, respecto a la 

propagación de la epidemia por el virus SARS-CoV-2 denominado como la 

COVID- 19, que provoco un impacto negativo en la economía, salud y 

sociedad, es por ello, que el estado peruano ha realizado actuaciones 

necesarias conforme a esta coyuntura, empleando diversos mecanismos de 

restricción con la finalidad de controlar la pandemia, por dicho motivo se 

declaró el estado de emergencia sanitaria en el territorio peruano, conforme 

se hizo de conocimiento en todo el Perú, por medio el decreto supremo N.º 

008-2020-SA.

Lo que motivo al Poder Judicial mediante su Consejo Ejecutivo, dicte las 

siguientes resoluciones administrativas: N°115-2020-CE-PJ, N°117-2020-CE- 

PJ, N°118-2020- CE-PJ, N°061-2020-P-CE-PJ, N°062-P-2020-CE-PJ, y 

N°157-2020-CE-PJ, las mismas que suspenden labores judiciales, como 

también prorrogan y adecuan plazos administrativos y procesales, no 

quedando duda que todo acto procesal que debía de ser realizado dentro de 

un plazo determinado, quedaba en suspenso hasta el reinicio de las labores 

judiciales. 

Sin embargo, los operadores penales del Poder Judicial en todo el país han 

considerado aplicar lo dispuesto por su Consejo Ejecutivo, respecto a las 

resoluciones administrativas que suspenden y adecuan un nuevo plazo 

procesal, a los plazos de las penas suspendidas como se suscita también en 

la Corte de Justicia de Arequipa, donde se considera en algunos casos aplicar 

esta suspensión y adecuación de plazos, al periodo de la suspensión de la 

pena y al periodo de la reserva del fallo condenatorio. 

Originando con ello, una ampliación al periodo de las reglas de conducta de 

los sentenciados a estas penas suspendidas, viéndose afectados sus 
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derechos constitucionales de los sentenciados a este tipo de penas, como 

nosafirma Vescovi (1984) esta confusión tanto procesal como material de los 

plazos ocasionaría consecuencias prácticas en su aplicación (p. 284). 

 
Conforme se tiene las restricciones de la libertad personal que implica que, el 

régimen de prueba no puede ser extendida o suspendida mediante una 

resolución administrativa, siendo que la pena mediante su suspensión es un 

método de sanción al condenado, evitando con ello que ingrese a un penal, pero 

en situación de libertad parcial, dado que el sentenciado deberá cumplir ciertas 

reglas de conducta. 

 
También, es necesario precisar que la naturaleza del plazo procesal se 

determina estrictamente al cumplimiento del acto procesal, y la naturaleza del 

plazo del periodo de prueba está vinculada a la naturaleza del tiempo de 

prueba de la pena suspendida. 

 
Por tanto, la presente investigación tiene por finalidad verificar, si los 

operadores penales consideran el derecho constitucional de la libertad, la 

naturaleza material del plazo de las penas suspendidas y la jerarquía de las 

normas, para aplicar la suspensión a los plazos procesales fijados por el Poder 

Judicial a través de su Consejo Ejecutivo, al plazo de la suspensión dela pena 

en su ejecución y al tiempo de la reserva del fallo, por tratarse de plazos de 

carácter material, cuya naturaleza impuesta es totalmente distinta al de los 

plazos procesales o perentorios. 

 
Como problema general se planteó: ¿De qué manera la suspensión del plazo 

de las penas condicionales mediante resoluciones administrativas del Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial en tiempos de COVID-19, afectan los derechos 

constitucionales a los sentenciados a penas suspendidas, en las Cortes 

Superiores de Justicia de Arequipa? 
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Problema Especifico I: ¿Porque, se suspenden los plazos de las penas 

condicionales, con la aplicación de las resoluciones administrativas del 

Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, en tiempos del COVID-19? 

Problema específico II: ¿Cuales, serían los perjuicios a los derechos 

constitucionales, que se le ocasionaría a los sentenciados a penas 

suspendidas? 

 
En relación a la justificación teórica, nuestra investigación busca como 

finalidad manifestar lo deficiente de la formación dogmática legislativa de parte 

de algunos operadores penales de diversos juzgados penales de Arequipa, 

quienes pretenden aplicar esta suspensión y adecuación de plazos dictadas 

por el Poder Judicial mediante su Consejo Ejecutivo a través de sus diversas 

Resoluciones Administrativas, al plazo de la pena suspendida en su ejecución 

y reserva de fallo. 

 
Como justificación práctica se tiene que, los diferentes Juzgados de 

Investigación Preparatoria, emiten resoluciones contradictorias, respecto a 

declarar fundado o infundado el pedido de revocatoria de la suspensión de la 

pena, al aplicar una prórroga en el tiempo del periodo de prueba de las penas 

suspendidas, lo que sería inaceptable y perjudicial para el condenado al 

solicitar prolongamiento y ajuste en su periodo de prueba (reglas de 

conducta). 

 
Al aplicar las resoluciones administrativas del Poder Judicial mediante su 

Consejo Ejecutivo, confundiendo la naturaleza de los diferentes tipos de 

plazos, afectando el principio de legitimidad, al otorgar efectos jurídicos a las 

sanciones penales por estas resoluciones administrativas. Afectando con ello 

los derechos constitucionales del sentenciado al buscar ampliar el plazo de su 

pena, aun cuando este ya cumplió con el tiempo integro de su sanción. 
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Como justificación Metodológica, esta investigación contribuirá como pauta 

para que se desarrollen investigaciones semejantes y futuras en las que se 

elabore el mismo tema. 

Respecto a la justificación Social, el presente trabajo es transcendental en su 

investigación ya que abarca una gran importancia en su aporte, y contribuirá 

a la regulación y ayudará a que los operadores penales se pronuncien en una 

sana forma legislativa de dogma. 

De esta manera, ayuda a resolver este dilema, que busca aplicar la 

suspensión y adecuación de los plazos procesales, al plazo de las penas 

suspendidas, afectando constitucionalmente a los sentenciados a este tipo de 

penas. Por consiguiente, se debe aclarar que la investigación brindará los 

resultados obtenidos, con el fin de hacer un aporte académico al mejoramiento 

de nuestro sistema de justicia, teniendo en cuenta principio de legalidad y los 

principios constitucionales. 

Se cuenta con los objetivos de investigación, la misma que se divide en 

objetivo general y específico. 

Como Objetivo General se planteó: Identificar si, la suspensión del plazo de la 

pena condicional mediante resoluciones administrativas del Consejo Ejecutivo 

del Poder Judicial en tiempos de COVID-19 afectan los derechos 

constitucionales a los sentenciados a penas suspendidas, en el distrito judicial 

de Arequipa. 

Objetivo Especifico I: Determinar la suspensión de los plazos de la pena 

condicional, con la aplicación de las resoluciones administrativas del Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial, en tiempos de COVID-19. 

Objetivo Especifico II: Explicar, los perjuicios a los derechos constitucionales, 

que se le ocasionaría a los sentenciados a penas suspendidas. 

Asimismo, se tienen los supuestos de la investigación divididos en supuesto 

general y supuestos específicos. 
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Como Supuesto Genera se planteó: Sera que, la suspensión de del plazo de 

la pena condicional mediante resoluciones administrativas del Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial en tiempos de COVID-19, afectan los derechos 

constitucionales a los sentenciados a penas suspendidas, en el distrito judicial 

de Arequipa. 

Supuesto Especifico I: Determinar la suspensión de los plazos de la pena 

condicional, con la aplicación de las resoluciones administrativas del Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial, en tiempos de COVID-19. 

Supuesto Especifico II: Explicar, los perjuicios a los derechos constitucionales, 

que se le ocasionaría a los sentenciados a penas suspendidas. 
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II. MARCO TEÓRICO

Al respecto es posible encontrar determinadas investigaciones que han 

desarrollado el problema planteado, a nivel de investigaciones nacionales se 

pueden resaltar las siguientes: 

Wilder (2020) en su tesis denominada Pronóstico de conducta futura del 

condenado y derechos fundamentales, Juzgado Especializado en Delitos de 

Corrupción de Funcionarios - La Libertad, 2019, en el trabajo concluyo que si el 

delito se comete en menor grado y no tiene la condición de habitualidad o 

reincidencia, no se debería pronosticar una conducta negativa al sentenciado, 

ya que esto generaría que el mismo sea enviado a un centro penitenciario, que 

actualmente se encuentra en crisis, lo que conllevaría a que se vulnere 

derechos constitucionales como es el derecho de la libertad del procesado. 

Morey (2019) defendió su tesis bajo el nombre de relación entre el periodo de 

prueba y la suspensión de la pena en los delitos de omisión a la asistencia 

familiar, tramitados en el Juzgado Penal Unipersonal de Tarapoto, 2016- 2018, 

la investigación se funda en que toda pena suspendida debe ser racional con el 

periodo de prueba que se le impone al sentenciado, siendo que se le impone 

reglas de conducta al mismo, limitando así, su derecho constitucional a la 

libertad, derechos constitucional al libre tránsito y otros derechos 

constitucionales, mermando su economía y afectando la integridad personal de 

los sentenciados a penas suspendidas, lográndose así el fin de su pena, que 

es el castigo (p. 8). 

Prado (2019) en su tesis titulada Revocatoria de la Pena suspendida y pago 

tardío de devengados alimentarios por sentenciados, Corte Superior de Lima 

Norte 2018, sostuvo respecto a la revocatoria de una pena suspendida por no 

pagar los devengados, resulta como consecuencia la prohibición a su derecho 

a la libertad personal mediante su prisión al condenado, afectando así al 
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entorno familiar, pero principalmente derechos constitucionales de los 

sentenciado a penas suspendidas, materializándose la prisión por deuda (p. 4). 

 
Alegría (2018) a través de su tesis con el nombre de La suspensión del plazo 

de la pena de la acción penal en la acusación directa vulneraria los principios 

de inaplicabilidad por analogía de la ley penal y al principio de legalidad, 

concluyo que al vulnerarse el principio de inaplicabilidad por analogía, así como 

el principio de legalidad por la ley penal, implicaría el daño de los derechos 

constitucionales del condenado, esto al contravenirse estos principios y no 

respetarse la jerarquía normativa que se encuentran prohibida en nuestra 

Constitución. 

 
Cárdenas (2016) en su tesis de grado. Universidad Científica del Perú – San 

Juan – Maynas: en su tesis de título “Aplicación Y Cumplimiento de la Pena 

Suspendida en su Ejecución, En Los Juzgados Penales De Maynas Del Distrito 

Judicial de Loreto, Periodo 2011 Al 2013”, sostuvo que el tiempo de ampliación 

de la suspensión de la pena dependerá de la acción que determine el juez, 

estipulado en nuestra ley penal en su artículo 59º con sus requisitos, sin 

embargo, pese a que el mismo artículo no es preciso respecto al tema, los 

Jueces Penales del distrito judicial de Arequipa, utilizan las resoluciones 

administrativas del Poder Judicial emitidas mediante por su Consejo Ejecutivo 

por la COVID-19, para ampliar el plazo de la penas suspendidas, basándose 

en un criterio de plazo procesal, sin valorar la afectación a los derechos de los 

sentenciados a este tipo de penas. 

Por otro lado, a nivel Internacional pueden ser resaltadas las siguientes: 

Alfaro (2015) desarrolló en su tesis de grado denominado “Suspensión 

Condicional de la Ejecución de la Pena, en México”, que, tras un cuidadoso 

análisis, dejo en claro que es una ventaja la suspensión de la pena condicional 

para no aplicar directamente la pena efectiva siendo que sería el último recurso 
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en el Derecho Penal, con esto se busca que los sentenciados con penas 

relativamente bajas, no ingresen a centros penitenciarios, considerando el 

derecho de resocialización por su importancia. 

Fuentes (2015) desarrollo su tesis de maestría de título “La suspensión 

condicional de la ejecución de la Pena: Implicaciones jurídicas en Colombia”, 

esta tesis busca, una alternativa al incremento de las penas por parte de los 

legisladores, de manera que ocasionaría un efecto contrario, reflejándose un 

aumento en la población carcelaria y por ello un problema en la afectación de 

los derechos constitucionales y derechos humanos de los sentenciados a 

delitos no graves. Por lo que, se deduce que la gracia de la pena suspendida es 

una opción a la sociedad, siendo que coadyuva a la resocialización de los 

sentenciados y prever efectos criminógenos al evitar el ingreso de las personas 

sentenciadas con una pena leve a un centro penitenciario, donde podrían 

conocer, aprender y adquirir comportamientos criminales de personas recluidas 

por delitos realmente graves. 

Es importante señalar que la Pena según Murillo (2021), es la restricción de 

carácter individual, que se basa en la limitación de la libertad, asimismo, que 

las penas que se llevan en libertad requieren que se cumplan ciertas reglas de 

conducta, es decir, cumpliendo con la obligación de asistir a una institución del 

estado en tiempos periódicos para firmar y/o realizar algún tipo de terapia 

psicológica, entre otros que determine el Juez, dependiendo de cada tipo de 

pena del sentenciado (p. 2). 

Ahora bien, desde la óptica de Riega-Viru (2016) en el ordenamiento peruano 

se indica que mediante la ejecutoria suprema 0019-2005 se fijó fines 

preventivos, protectores como también resocializadores de la pena, siendo que 

para su cumplimiento es fundamental establecer una política criminal orientada 

al método penal como último recurso (p. 23). Ríos (2019) indica que, teniendo 

una política criminal a menudo cambiante, con fines de combatir los ilícitos y la 

conocida crisis de nuestro sistema penitenciario, que no cumple con el papel 

de resocializar a los sentenciados, sino que, eleva y fortalece la conducta 
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delictiva, en concordancia Jaén (2017, p. 4) refiere que el derecho penal brinda 

alternativas para que el sentenciado pueda llevar su condena en libertad fuera 

de un centro penitenciario (p. 162). 

Es así que, Universidad de Navarra (2016) respecto a las disyuntivas a la pena 

privativa efectiva, busca delimitar a la persona causante de un ilícito, pero sin 

recluirlo en un centro penitenciario, entre estas alternativas encontramos a la 

suspensión de la ejecución de la pena, en la que se evita la aplicación de la 

última ratio en el derecho penal, que es el encarcelamiento, implementado 

nuevas formas de cumplimiento de una sanción (p. 203). 

Entonces, Villavicencio (2017) aclara que, a la presencia de los diferentes tipos 

de penas, como se establece en el Código Penal peruano, se advierten tres 

tipos de penas restrictivas, penas limitativas, restrictivas y penas multa, siendo 

que algunas pueden ser temporales y otras de cadena perpetua, en el caso de 

penas efectivas, la pena se inicia desde los dos días hasta un máximo de treinta 

y cinco años. Las penas restrictivas privan el ejercer un derecho personal a los 

sentenciados limitando los derechos de los mismos, con ciertas reglas de 

conducta (p. 28). 

Bartels (2018) señala que, en Australia se cuenta con varios regímenes 

legislativos para penas privativas y condicionales, indicando que esta última es 

la más importante por su importancia en la resocialización de los sentenciados 

(p. 272). 

Con relación al origen de la pena suspendida, Hurtado (2016) refiere que, esta 

se aplicó en EEUU, siendo asimilada en Europa, para luego ubicar en nuestro 

ordenamiento jurídico nacional, como dos figuras: primero la pena suspendida 

en su ejecución, segundo la reserva de fallo (p. 4). 

Respecto a la suspensión de la pena, Barquín (2013) lo explica como una 

gracia o beneficio que se le otorga al sentenciado, evitando el ingreso a un 

centro penitenciario (p. 425), en ese sentido Bartels (2009) refiere que para su 

aplicación tiene que ser muy desarrollada por los operadores jurídicos, para 
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optar por la suspensión de la pena y no por otro tipo de sanción o pena (p. 48). 

Es importante señalar según Rojas, Pino, Andrade y Silva (2021) como 

referencia de legislación comparada, según el ordenamiento jurídico de 

Ecuador que esté es definido como un beneficio donde se concede al 

sentenciado la posibilidad de no ingresar a un centro penitenciario, a cambio 

de obedecer ciertas condiciones por un periodo, siendo que, si este periodo se 

cumple o se supera la pena, se dará por cumplida (p. 5). 

El ordenamiento jurídico de Estados Unidos según Arten, Denkers, Borgers y 

Van Der Laan (2014) reconoce la suspensión de la pena con la innegable 

culpabilidad de un acusado y que el mismo llegue a un acuerdo con el estado, 

comprometiéndose a que, por el lapso de un tiempo sujeto a ciertas 

condiciones, se reserve el pronunciamiento de la sentencia si se cumplen las 

condiciones. como ocurre también sus distritos judiciales tales como 

Amsterdam y La haya, donde las penas suspendidas son aplicadas como 

medidas alternativas de confinamiento en centro penitenciario. 

Ahora bien, según Rojas, Pino, Andrade y Silva (2021) la legislación de 

Guatemala, precisa que de igual modo que el sentenciado se someta a cumplir 

ciertas reglas de conducta por un tiempo determinada, de este modo la pena 

suspendida busca evitar como finalidad que el sentenciado ingrese a un centro 

penitenciario a condición (pp. 14-15). 

En cuanto a nuestro ordenamiento jurídico peruano Ríos (2019) refiere que, en 

el código penal sustantivo en su artículo 57, se fijó como se aplicaría la 

suspensión de la pena, siendo el primero que no sea superiora cuatro años, 

obedeciendo y previniendo una sanción de breve tiempo y así se cumpliría la 

resocialización de la pena, evitándose el ingreso de un reo primario a una 

penitenciaria (p. 15). 

Con respecto al segundo ordenamiento Prado (2015) indica que, se refiere al 

juez y su labor al fundamentar la adopción de las resoluciones respecto a las 

penas suspendidas y el tercero se refiere a la situación del sentenciado, el cual 
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no debe tener reincidencia, esto situaría en mejor posición al condenado, con 

la finalidad adjudicar efectos preventivos y resocializadores evitando una pena 

punitiva (p. 35). Asimismo, Gonzales (2017) nos indica que la pena 

suspendida, solo funcionará si se prevé que el agresor no cometerá un nuevo 

ilícito doloso (p. 194). 

La Reserva de Fallo Condenatorio según Pérez (2015) refiere que es una pena 

de corta duración opcional a la pena efectiva de libertad, con la finalidad que 

los condenados a este tipo de penas sean recluidos a un centro penitenciario, 

impulsando con ello la resocialización y no la de socialización que provoca el 

hacinamiento a un centro penitenciario por los traumas que se le producirían 

al condenado. La Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

Republica en la Casación N.º 1271-2018-Apurimac de fecha 20 de abril de 

2021, conceptuó la reserva de fallo condenatorio como una elección a la pena 

efectiva de libertad, teniendo como característica principal señalar la pena 

concreta y reservar lo impuesto de la sanción, condicionando al condenado a 

un periodo de prueba. 

 
Ahora bien, Prado V. (2010) precisa que, la pena suspendida y sus tipos los 

hallamos en su ordenamiento jurídico peruano, siendo el primero la reserva del 

fallo y segundo la pena suspendida, puesto que ambas comparten el mismo 

régimen de prueba y son medios optativos a la pena efectiva y están sujetos a 

cumplir determinadas conductas como reglas, los cuales se encuentran 

tipificadas en el Código Penal sustantivo artículo 57. 

 
Respecto al estado actual, Phelan (2020) refiere que, nos encontramos 

afrontando la pandemia global COVID-19 la misma que se manifestó en Wuhan 

Asia, encontrándose como primer nacimiento de su extensión la cual fue rápida 

alcanzando a cada rincón del planeta, afectando hogares por el fallecimiento 

de sus familiares como también la caída de la economía en el mundo, en 

consecuencia, Penchyna (2020) precisa que, la sociedad actual enfrenta 

problemas de inseguridad económica, social, ética y de salud relacionados con 
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el COVID-19, cuyas consecuencias serán en un futuro corto o mediano plazo, 

lo que motivo a la Organización Mundial de la Salud a declarar la enfermedad 

como epidemia, aconsejarnos para organizarnos y vencer esta enfermedad, 

comentado la frase; dime como tu comunidad construye su soberanía política y 

te diré que normas tomaran tus epidemias y como las afrontaras (p. 56). 

 
Asimismo, el filósofo Preciado (2020), respecto de los protocolos de seguridad 

adoptados por la Organización Mundial de la Salud, que fueron aprobados por 

las naciones en el mundo, presenta una idea clave basadas en las ideas de tres 

filósofos Michel Foucault, Roberto Eposito y Emily Martin, donde indica como 

la soberanía política construida por la comunidad, indicara que normas serán 

aplicadas frente a una epidemia, en consecuencia el estado ha puesto en 

marcha un plan estratégico para evitarla expansión del COVID-19 que causo 

mucha polémica en nuestro territorio peruano (pp. 163-165). 

 

El Diario Oficial El Peruano (2022) respecto a la realidad que vive el Perú a 

consecuencia de la epidemia COVID-19 y como parte del plan estratégico, 

comunica que se promulgo el decreto supremo N.º 008-2020-SA, que decreto 

en situación de emergencia en el país, disponiendo medidas restrictivas para 

los ciudadanos en todo el territorio peruano. A mérito de ello el Poder Judicial 

mediante su Consejo Ejecutivo, fijo diferentes resoluciones administrativas, 

paralizando las labores judiciales, y dispuso la suspensión de todo acto 

procesal que debía realizarse en un tiempo determinado, adecuando los plazos 

procesales y administrativos, independientemente de la interrupción al poder 

judicial en sus labores, esta suspensión de adecuación de los plazos procesales 

ha conllevado que los sentenciados a penas suspendidas, sean afectos en sus 

derechos constitucionales y desprovistos de su empleo y formas de solvencia, 

al ampliarse el tiempo de sus reglas de conducta, lo cual no debería aplicarse 

al ser estos plazos de naturaleza distinta a la procesal. 
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Al respecto, Pastor (2002), considera como plazo del proceso procesal, a la 

duración del tiempo determinado a la actividad solamente procesal. Así 

también, Roxin, Schunemann (2017), refiere que el plazo procesal, es 

considerado como “todo ámbito de duración dentro del cual debe ser cumplido 

un acto procesal (p. 160). También Vescovi (1984), manifiesta que es relevante 

la comprensión del plazo procesal como el espacio de tiempo que es destinado 

al cumplimiento expresamente de los actos del proceso”. Entonces, con esta 

comprensión queda claro a la naturaleza del plazo y que el mismo está 

destinado al tiempo del acto procesal. 

 

En la presente investigación, se comprende la naturaleza material de la reserva 

del fallo. Señala al respecto Prado V. (2010), que la pena suspendida, llamada 

reserva de fallo condenatorio, comparte un régimen de prueba con la pena 

suspendida en su ejecución, siendo que en ambas medidas se intercambian la 

pena efectiva por un periodo de prueba donde el condenado debe cumplir 

ciertas reglas de conducta, asimismo, es de indicar que ambas suspensiones 

de la pena compartan la naturaleza material de sus plazos. 

 

Se tiene que considerar entonces, que el Periodo de prueba es según 

Saldarriaga (2011) el tiempo donde se le impone reglas de conducta a un 

sentenciado, reflejados en obligaciones y restricciones, impuestas por un juez 

mediante una sentencia (p. 364). Asimismo, Prado V. (2010) señala que el 

periodo de prueba es una alternativa a la pena privativa de libertad efectiva y 

que es aplicado tanto al tiempo o plazo de la suspensión de la pena en su 

ejecución y a la reserva de fallo condenatorio porque estas figuras comparten 

su naturaleza (p. 250). 

 

Ahora bien, Prado V. (2010) manifiesta que, el periodo de prueba consiste en 

suspender la ejecución de una pena efectiva con el fin que el condenado no 

ingrese a un centro penitenciario, es por ello que la suspensión de la pena en 
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su ejecución, mediante su periodo de prueba es una forma de tratamiento 

mediante determinadas restricciones para llevar una sentencia condenatoria, 

pero en una forma de libertad parcial, evidenciándose por ello su naturaleza 

material (p. 250). 

 
Esto mismo ocurre respecto a la reserva de fallo condenatorio, Prado V.(2010) 

nos indica que, si bien no se generan antecedentes penales al sentenciado, 

empero se da por hecho la culpabilidad del sentenciado, condicionándolo al 

cumplimiento de reglas de conducta por un periodo de tiempo, encontrándose 

restringido de su libertad de forma de parcial mediante la exigencia del 

cumplimiento de este periodo de prueba, por todo ello, si bien estos tipos de 

penas suspendidas se diferencian en que la primera suspende la ejecución de 

pena privativa de libertad efectiva y la segunda se reserva el dictado de la parte 

resolutiva de la sentencia, sin embargo en ambos casos se determina la 

culpabilidad del sentenciado, por lo que se reitera su naturaleza material de los 

mismos (p. 250). 

 
Al respecto, Vèscovi (1984). para nuestra investigación, ya observo los 

problemas y consecuencias que surgirían cuando operadores judiciales 

confundan en su aplicación los plazos materiales y plazos procesales, esto 

sobre todo por la forma de transcurrir del plazo y las causas de suspensión, 

precisando que son plazos de naturaleza procesal el tiempo que se establece 

para realizar un acto procesal para su desarrollo, siendo que los otros tipos de 

plazos no son procesales, aunque estos estén relacionados a un acto procesal 

(p. 284). 

 

Por consiguiente, Mendoza (2021). indican que las normas administrativas 

manifestadas por el Poder Judicial mediante Consejo Ejecutivo, no afectan el 

periodo de prueba, que un acto judicial que suspende el periodo de prueba 

mediante una norma administrativa no hace otra cosa más que confundir la 

naturaleza de los plazos, afectar el principio de legalidad y derechos 

constitucionales, al otorgarle efecto jurídico a una sanción penal a través de una 

resolución administrativa (p. 2). 
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III. METODOLOGÍA

3.1. Diseño de la investigación 

Nuestra investigación es tipo básica. Siendo según, Krishna (2015), es una 

forma para comprender los problemas frecuentes en la sociedad y poder 

resolverlos mismos, el diseño es jurídico – propósito, siendo que, se encuentra 

vacíos jurídicos para encontrar soluciones a estos vacíos. En ese sentido, esta 

investigación busca generar nuevos conocimientos jurídicos respecto a la 

aplicación y adecuación de un nuevo plazo procesal, a los plazos de las penas 

suspendidas por parte de los operadores penales (p. 12). 

De acuerdo al diseño, en la investigación se utilizará la teoría fundamentada. 

Al respecto ha señalado Katayama (2014), que la teoría fundamentada es el 

estudio de la realidad social; y se orienta en la recopilación de datos para su 

posterior análisis; así, desde esa perspectiva se desarrolla la competencia de 

configurar una nueva teoría, incrementar o de configurar la existente; por lo 

que, los cuestionarios tienen la finalidad de recolectar información, así como 

datos y no corroborar una hipótesis (p. 66). 

En cuanto al objetivo Hernández-Sampieri (2018), refiere que, el estudio será 

analizar las decisiones de los operadores judiciales respecto a la aplicación de 

las resoluciones administrativas emitidas por el Poder Judicial mediante su 

Consejo Ejecutivo, lo cual suspenden los plazos procesales a los plazos de las 

penas suspendidas, siendo estos de naturaleza material. Nos acogeremos al 

diseño no experimental que se empleara de modo transversal. Siendo que las 

variables no se manipulan y los fenómenos se observan en contextos 

naturales, para un mayor análisis, asimismo, los datos se recopilan al instante, 

en un solo tiempo (p. 5). 

El enfoque de nuestra investigación es cualitativo, pues según De la Cuesta 

(2015) los autores explicaran sucesos irregulares al estudiar fenómenos 

distintos, en el caso actual, se utilizará como objetivo el correcto estudio 

dogmática legislativa de las resoluciones administrativas emitidas por el Poder 
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Judicial mediante su Consejo Ejecutivo por causa de la COVID-19, respecto 

a la suspensión de plazos; en efecto, es una investigación cualitativa porque 

describen el contexto, las situaciones, los fenómenos y los eventos para 

obtener la información identificada en las variables de estudio (p. 884). 

3.2. Categorías, sub categorías y matriz de categorización 

Nuestro trabajo de investigación, por su enfoque se tiene que considerar 

categorías y subcategorías conceptuales. Hernández-Sampieri (2018), 

manifiesta que los conceptos nacen de un análisis realizado para obtener 

resultados del suceso. 

Tabla 1: Matriz de categorización 

Matriz de Categorización 

Categorías Definición 
Conceptual 

Sub Categorías 

La suspensión de la 

pena condicional, es el 
1.1- Reserva de fallo 

procedimiento 
condenatorio 

encargado de 

intercambiar una pena 

privativa de libertad 

efectiva por un periodo 

- Suspensión de la pena de prueba donde el 1.2- Pena suspendida 

condicional sentenciado se en su ejecución 

encuentra sujeto al 

cumplimiento de ciertas 

reglas de conducta o 

también llamado régimen 

de prueba Prado V. 
1.3- Periodo de 

prueba 

(2010, p. 247) 
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2- Resoluciones 

administrativas del 

Consejo Ejecutivo 

del Poder Judicial, 

en tiempos de 

COVID-19 

Las    resoluciones 

administrativas       son 

mandatos que la autoridad 

correspondiente  de   una 

entidad pública pronuncia, 

es una norma    cuya 

finalidad es el servicio de 

la sociedad, siendo este 

acatado de   manera 

obligatoria Merino (2022). 

Actualmente   el Consejo 

Ejecutivo  del    Poder 

Judicial        emitió 

resoluciones 

administrativas     como 

mecanismo     restricción 

para evitar la propagación 

de la pandemia 

 
 

 
2.1- Efectos jurídicos de 

una resolución 

administrativa 

 
 

 
2.2- Suspensión  del 

plazo por una 

resolución 

administrativa 

Fuente: Elaboración propia (2022). 

 

3.3. Escenario de Estudio 

Nuestro escenario de estudio, se ciñe a determinar los aspectos generales y el 

ambiente donde se va a realizar la investigación y con ello comprender de mejor 

manera la problemática del estudio Giordano y Piccirillo (2018). En este 

contexto, se analizó como escenario los Juzgados de Investigación 

Preparatoria de Arequipa, por cuanto esta investigación es: “suspensión de la 

pena condicional, mediante las resoluciones administrativas del Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial, en tiempos de COVID-19 (p. 6). 
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3.4. Participantes: 
 

Esta investigación tuvo como participantes conforme refiere Niño (2011) citado 

por Cordero (2019), expertos involucrados en el campo de investigación que 

tengan experiencia en el mismo. Por lo que, participaron 10 profesionales en 

derecho, entre ellos una Fiscal Provincial y dos fiscales Adjuntos al Provincial 

de la Fiscalía provincial Penal Corporativa de Paucarpata - Arequipa y siete 

abogados litigantes en materia Penal, intervinientes en los procesos donde se 

apliquen las resoluciones administrativas del Poder Judicial mediante su 

Consejo Ejecutivo por la COVID-19, quienes aportaran opiniones y 

conocimientos para absolver esta problemática. Asimismo, los entrevistados 

colaboraron con responder las preguntas del cuestionario, para obtener datos 

que sustentan el presente trabajo de investigación. 

Tabla 2: Lista de entrevistados 
 

Nº Participantes Cargo Institución 

1 Aguilar Ramírez, Rosaluz Fiscal Penal 
Provincial 

Corte Superior 
de Justicia de 

Arequipa – 
Poder Judicial 

2 Mendoza Yana, Magaly 
Izeyda 

Fiscal Penal 
adjunto al 

provincial 

Ministerio 
Público de 
Arequipa 

3 Alarcón Morales, Gabriela Fiscal Penal 
adjunto al 

provincial 

Ministerio 
Público de 
Arequipa 

4 Huarhua Ortiz, Humberto Abogado litigante Colegio de 

abogados de 
Arequipa 

5 Medina Minaya, Noemi 
Euladia 

Abogado litigante Colegio de 

abogados de 
Arequipa 

6 León Huaman, Kryttsan 
Melody 

Abogado litigante Colegio de 

abogados de 
Arequipa 
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7 Carita Gonzales, Verónica Abogado litigante Colegio de 

abogados de 
Arequipa 

8 Valdez Mullisaca, Fiorella Abogado litigante Colegio de 

abogados de 
Arequipa 

9 Huacoc Carpio, Lizbeth Abogado litigante Colegio de 

abogados de 
Arequipa 

10 Medina Pooll, Jorge 
Alexander 

Abogado litigante Colegio de 

abogados de 
Arequipa 

Fuente: Elaboración propia (2022). 

 

3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos. 
 

El presente estudio de trabajo, según Ramírez, (2014) se destinó a la técnica 

de recolección de datos que es la entrevista, compuesta por preguntas abiertas, 

con el objetivo de obtener información respecto de investigación y así llegar a 

interpretar los datos e información que nos brindaran los entrevistados. 

asimismo, se aplicó como instrumento la guía de entrevista, con el objetivo de 

obtener información específica del tema por parte de los entrevistados y técnica 

que es la más utilizada para enfoque cualitativos (p. 49). 

Añadiendo, a la entrevista como técnica e instrumento de recolección de datos, 

se utilizó el análisis documental, según Hernández (2014) como recolección de 

datos en base de jurisprudencia como dispositivo legal emitidos por órganos del 

gobernó, con el fin de fundamentar mejor objetivos y conceptos en la 

investigación, asimismo, se indica que en la mayoría de casos los 

investigadores no consiguen tener acceso al material informativo por ser de 

carácter privado (p. 417). 

Se utilizará la entrevista, como guía de preguntas abiertas, claras, concretas y 

determinadas, lo que da como resultado una comunicación correcta al 

participante, obteniendo resultados para verificar los supuestos del presente 
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trabajo, buscando resolver el objetivo general y específicos. Aunado a ello, 

también se utilizará la guía de análisis documental siendo que se logró analizar 

fuentes como la jurisprudencia. 

3.6. Procedimiento 
 

En esta investigación, se elaboró en una entrevista. Según Anselm Strauss 

(2002), refiere que el procedimiento de la investigación debe constar del 

desarrollo de fases, conforme a la estructura que se establece de acuerdo a la 

matriz de categorización, Siendo su principal finalidad la recopilación de 

información, siempre con el consentimiento y apoyo de los participantes. 

Desarrollándose un análisis útil, respecto a los resultados obtenidos con estas 

entrevistas. Por lo tanto, el método de estudio comprende la recolección de 

datos del problema planteado, el desarrollo de la matriz de categorización, 

antecedentes, enfoques y teorías del tema, todo esto aplicado en la guía de 

entrevista, análisis de resultado, conclusiones y recomendaciones, así también, 

comprende un análisis lógico y jurídico, dada la materia en cuestión. Asimismo, 

se utilizó la guía de análisis documental como otro instrumento utilizado, el 

mismo que ayuda a responder y reforzar los objetivos generales sobre la 

suspensión de la pena condicional por las resoluciones administrativas, 

emitidas por la COVID-19. 

3.7. Rigor científico 

Aplicaremos investigaciones de calidad basados en datos de carácter científico. 

Según Hernández-Sampieri (2018), el rigor científico se cumple siendo que la 

guía de entrevista ha sido examinada por especialistas y nuestro asesor 

principal en la materia de estudio, esto conlleva a preguntas aprobadas, 

redactadas coherentemente, al guardar una relación con los objetivos generales 

y específicos. 

Paramo (2017) conforme a la Validez del instrumento, refiere a la coherencia 

de resultados y a la falta de contradicciones en comparación con otros estudios 

establecidos (p. 46). La validación de los instrumentos fue realizada por tres 
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expertos, entre ellos un Juez Superior de la Corte Superior Nacional de Justicia 

Penal Especializada Doctor en Derecho, una Jueza de Investigación 

Preparatoria del distrito judicial de Arequipa Magister en Derecho y un defensor 

público Magister en Derecho, expertos en materia de derecho penal. Conforme 

a la tabla de validación de guía de entrevistas: 

Tabla 3: Validación de Instrumento 
 
 

Validación de instrumento 

Datos generales Porcentaje Porcentaje 

Dr. Mendoza Juez Superior de la Sala 91% 
Ayma, Nacional Penal 

Francisco Celis Especializada de la Corte 

 Superior de Justicia del Perú 

Mg. Vilca Juárez, Juez de Investigación 91 % 
Miriam Haydee Preparatoria de la Corte 

 Superior de Justicia de 

 Arequipa 
Dr. Mendoza Defensor Público del 92% 
Yana, Daniel Ministerio de Justicia y 

 Derechos Humanos de 

 Arequipa 

Fuente: Elaboración propia (2022). 
 

3.8. Método de análisis de datos 

 
En la presente investigación, se buscará aplicar un método correcto, que resulte 

con la solución o mejor cotejo a nuestra controversia desde distintas 

perspectivas mediante las respuestas de las entrevistas a nuestros expertos en 

derecho penal. Edison Mejía (2018), indica que el método sintético reconstruye 

e integra componentes del objeto de estudio, para su integro estudio, siendo 

utilizado en esta investigación. 
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3.9. Aspectos éticos 
 

Nuestra investigación, comprende las exigencias que reviste un trabajo de 

investigación. Cruz (2014), refiere la necesidad de tener valores con el fin de 

mostrar el lado ético de la investigación, en base a principios que sean guía para 

nuestra investigación, así también, respetando parámetros del enfoque 

cualitativo, por lo que esta investigación está basada en principios, respetando 

siempre los parámetros prescritos por la Universidad Cesar Vallejo, asimismo, 

se ha respetado los derechos de autor, así como las normas APA, por lo que 

esta investigación cumple las exigencias que revista un trabajo cabal. 



IV. RESULTADOS

4.1. Resultados 

Objetivo Específico 1: La suspensión de los plazos de la pena condicional, con la aplicación de las 

resoluciones administrativas del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, en tiempos de COVID-19. 

Tabla 1: La suspensión de los plazos procesales 

Participantes 

¿Considera Ud. que, existe la necesidad de una 

normatividad extraordinaria que regule la 

aplicación de la suspensión y adecuación de los 

plazos procesales emitidas por el Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial por la COVID-19, al 

plazo de la pena condicional? 

¿Considera Ud. que, en los procesos donde se aplicó 

la suspensiónde los plazos procesales por la COVID- 

19, al plazo de la suspensión de la penacondicional, 

se tomó en cuenta la naturaleza material y no 

procesal, de este tipode plazo? ¿por qué? 

Aguilar Ramírez, Rosaluz 

Fiscal Provincial de la 
Segunda Fiscalía Penal de 

Paucarpata. 

Si es necesaria porque esta suspensión de plazos 
procesales impidió el control respecto a las 
revocatoria que el Ministerio Publico debería 
solicitar. 

Se consideró la naturaleza procesal del plazo de la 
pena condicional para la ampliación en los plazos 
procesales. 

Mendoza Yana, Magaly 
Fiscal Adjunto Provincial de la 
Segunda Fiscalía Penal de 
Paucarpata. 

Es necesario para una mejor compresión respecto 
a las revocatoria que solicita el Ministerio Publico. 

Considero que si considero la naturaleza del plazo de 
las penas suspensiones. 

Alarcón Morales, Gabriela 

Fiscal Adjunto Provincial de la 

Segunda Fiscalía Penal de 

Paucarpata. 

Tener mayor material normativo, jurisprudencial y 
doctrinal, puesto que no tenemos las reglas claras 
para aplicar esta suspensión de plazos en la 
revocatoria de los periodos de prueba. 

Se consideró la naturaleza de los plazos procesales, 
para que se puedan aplicar al plazo de las penas 
suspendidas. 

Huarhua Ortiz, Humberto 

Abogado Litigante del colegio 

de abogado de Arequipa 

Así es, una norma supletoria es lo más adecuado 

para una mejor comprensión de la suspensión de 

los plazos procesales que emitió el Poder Judicial. 

No se tomó en cuenta la naturaleza material del plazo 
de la suspensión de la pena, debido que no existe 
conocimiento respecto a la naturaleza de los plazos 



 

 

 
Medina Minaya, Noemi 

Abogado Litigante del colegio 

de abogado de Arequipa 

Una norma que explique a compresión cuando se 

debe aplicar la suspensión y adecuación de plazos 

procesales, ayudaría a no perjudicar derechos de 

ninguna parte procesal. 

Considero que no se tomó en cuenta la naturaleza 
de los plazos, debido a que no existe mayor material 
supletorio del que ya conocemos. 

León Huaman, Kryttsan 
Abogado Litigante del colegio 
de abogado de Arequipa 

Si es necesaria mayor material, respecto al tema de 

suspensión de plazos, por el momento no se 

encuentra mucho. 

Definitivamente no se tomó en cuenta la naturaleza 
de los plazos procesales respecto a la ampliación 
de las penas suspendidas. 

Carita Gonzales, Verónica 

Abogado Litigante del colegio 

de abogado de Arequipa 

Si tener mayor material jurisprudencial, colaborara 

en evitar efectos negativos en los derechos 

constitucionales 

No, considero que existe bastante confusión 

respecto a la naturaleza de los plazos. 

Valdez Mullisaca, Fiorella 

Abogado Litigante del colegio 

de abogado de Arequipa 

Claro, mayor normatividad evitara la vulneración 

de los derechos constitucionales de los 

sentenciados a penas suspendidas. 

No, siendo que no existe mucha información 

respecto a la naturaleza de los plazos procesales y 

plazos de naturaleza material. 

Huacoc Carpio, Lizbeth 

Abogado Litigante del colegio 

de abogado de Arequipa 

Ayudará mayor material normativo respecto a la 

suspensión de plazos del Poder Judicial para su 

mayor comprensión. 

Yo considero que respecto a la naturaleza de los 

plazos no se profundizo respecto a este tema. 

Medina Pooll, Jorge 

Abogado Litigante del colegio 

de abogado de Arequipa 

Si, esto evitara se vulneren ciertos derechos de 

las partes procesales 

No existe mayor material documentario, por lo que 

no se aplicó correctamente la naturaleza de los 

plazos. 

 

Fuente: Elaboración propia (2022). 



 

 

 

Objetivo Específico 2: Los perjuicios constitucionales, que se le ocasionaría a los sentenciados a penas 

suspendidas. 

Tabla 1: Perjuicios constitucionales 
 

 
 
 
 

Participantes 

¿Considera usted que, prorrogar el tiempo a 

cumplir de las reglas de conducta, por la 

aplicación de las resoluciones administrativas 

del CEPJ, en tiempos COVID-19, colisiona con 

el derecho constitucional de la libertad y el 

derecho a la resocialización, en los 

sentenciados a este tipo de penas? ¿Por qué? 

¿Para usted que, derechos 

constitucionales se ha 

vulnerado a los sentenciados a 

penas suspendidas, para 

quienes se le prorrogo su 

tiempo de pena, con la 

aplicación de las resoluciones 

administrativas del Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial? 

¿Considera usted que, los 

sentenciados a penas suspendidas, 

tienen conocimiento sobre las 

resoluciones administrativas del 

Consejo Ejecutivo del Poder Judicial 

por la COVID-19, que ampliaría el 

periodo de prueba de sus sentencias 

y si estas en su caso vulnerarían sus 

derechos constitucionales? 

Aguilar Ramírez, Rosaluz 
Fiscal Provincial de la 
Segunda Fiscalía Penal de 
Paucarpata. 

La aplicación de las resoluciones 
administrativas emitidos por el Poder Judicial, 
no vulneran ningún derecho constitucional, 
siendo que durante este periodo no se podía 
solicitar revocatorias de las penas suspendidas. 

El derecho al plazo razonable 
y el derecho a resocialización, 
asimismo, se vulnero el interés 
económico de las víctimas de 
omisión a la asistencia familiar. 

 
Los sentenciados a este tipo de 
penas, si desconocen respecto a 
la vulneración de sus derechos. 

Mendoza Yana, Magaly 
Fiscal Adjunto Provincial de 
la Segunda Fiscalía Penal de 
Paucarpata. 

Se afectan derechos constitucionales de los 
sentenciados a penas suspendidas al prorrogar 
el periodo de sus reglas de conducta. 

 

El derecho constitucional a la 
libertad y el derecho a 
resocialización, por último, 
también se vieron afectados 
las víctimas en esos casos. 

 

En su mayoría de los sentenciados 
desconocen respecto a la 
ampliación de sus periodos de 
prueba y la vulneración en sus 
derechos. 

Alarcón Morales, Gabriela 
Fiscal Adjunto Provincial de 
la Segunda Fiscalía Penal de 
Paucarpata. 

Las resoluciones administrativas emitidas por el 
Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, no pudieron 
vulnerar derechos constitucionales de los 
sentenciados a penas suspendidas siendo que en 
este periodo no se podía solicitar revocatorias. 

 
Se vulneraron derechos como 
es el derecho a la 
resocialización. 

 
Siendo que no tenemos mucha 

información respecto a la 
suspensión de plazos, las partes 
se afectadas en sus derechos. 

Huarhua Ortiz, Humberto 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

Los sentenciados a penas suspendidas, se ven 

afectados en sus derechos constitucionales, con 

la aplicación de las resoluciones administrativas 

del Poder Judicial, se prorrogaría su periodo de 

prueba, afectando incluso su derecho a la 

resocialización. 

 

Tanto el derecho 
constitucional a la libertad y al 
de resocialización. 

Los sentenciados a penas 
suspendidas al tener conocimiento en 
su mayoría desconocen que se les 
vulnero sus derechos 
constitucionales. 



Medina Minaya, Noemi 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

En los casos donde se extienda el tiempo de las 

penas suspendidas por la aplicación de las 

resoluciones administrativas por el COVID-19, se 

afectarán derechos constitucionales. 

Derechos Constitucional de 
la libertad. 

Siendo que los operadores penales, 
en sus resoluciones no especifican la 
aplicación de las resoluciones 
administrativas por el COVID-19 se 
termina por no tomar en cuenta y 
vulnerar derechos de las partes. 

León Huaman, Kryttsan 
Abogado Litigante del colegio 
de abogado de Arequipa 

Prorrogar el tiempo de pena suspendidas, 

significa una considerable afectación a los 

derechos constitucionales. 

Derecho a la libertad y el 
derecho a la resocialización. 

No tienen conocimiento al no existir 
información que ahonde este tema. 

Carita Gonzales, Verónica 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

Las resoluciones administrativas del Poder 

Judicial si afectan los derechos constitucionales a 

los sentenciados a penas suspendidas. 

Los derechos 

constitucionales de la 

libertad y de la de 

resocialización. 

Los sentenciados a penas 
suspendidas, no toman en cuenta la 
vulneración a sus derechos 
constitucionales por 
desconocimiento. 

Valdez Mullisaca, Fiorella 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

Efectivamente las resoluciones administrativas 

por el COVID-19 afectan los derechos de los 

sentenciados a penas suspendidas. 

Prorrogándose el periodo de 

prueba de los sentenciados 

a penas suspendidas, su 

derecho constitucional de la 

libertad se ve afectado. 

No tienen conocimiento en absoluto 

en relación a su vulneración de sus 

derechos. 

Huacoc Carpio, Lizbeth 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

Es clara la afectación en sus derechos 

constitucionales. 

Entre los derechos 

vulnerados se encuentra el 

derecho constitucional a la 

libertad. 

Los condenados a penas 

suspendidas se encuentran 

vulnerados en sus derechos, con la 

aplicación de las resoluciones 

administrativas. 

Medina Pooll, Jorge 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

Los condenados a penas suspendidas y reserva 

de fallo se ven afectados en sus derechos 

constitucionales con la aplicación de las 

resoluciones administrativas del Poder Judicial, 

siendo que se les prorroga el tiempo de su periodo 

de prueba. 

Los derechos 

constitucionales 

vulnerados son, el 

derecho constitucional de 

la libertad y el derecho 

constitucional  a la 

resocialización 

Ampliar el periodo de prueba de 

los sentenciados a penas 

suspendidas, afecta directamente 

a los sentenciados a este tipo de 

penas. 

Fuente: Elaboración propia (2022). 



Objetivo General: la suspensión del plazo de la pena condicional mediante resoluciones administrativas del 

Consejo Ejecutivo del Poder Judicial en tiempos de COVID-19, afectan los derechos constitucionales a los 

sentenciados a penas suspendidas, en el distrito judicial de Arequipa. 

Tabla 1: La suspensión del plazo de la pena condicional, por las resoluciones administrativas del CEPJ 

Participantes 

¿Considera Ud. que, las resoluciones 

administrativas emitidas por el Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial por la COVID-19, 

que adecuan y suspenden los plazos 

procesales, son aplicables al plazo de las 

penas suspendidas? 

¿Considera Ud. que una nueva 

suspensión y adecuación en el 

plazo de la suspensión de la 

pena, afectaría 

constitucionalmente a los 

sentenciados   con   penas 

suspendidas? ¿Por qué? 

¿Considera usted que debería 

modificarse el artículo 59, numeral 2 

del Código Penal, para que se precise 

en qué casos procedería ampliar o 

modificar el periodo de suspensión 

de la pena? 

Aguilar Ramírez, Rosaluz 

Fiscal Provincial de la 

Segunda Fiscalía Penal de 

Paucarpata. 

Si serian aplicables, siendo que esta 
suspensión de plazos ayudaría a cumplir las 
reglas de conducta 

No se afectarían los derechos 
de los sentenciados a penas 
suspendidas, siendo que no 
era posible solicitar 
revocatorias. 

Si debería modificarse el artículo 59 
del Código Penal Sustantivo 

Mendoza Yana, Magaly 
Fiscal Adjunto Provincial de 
la Segunda Fiscalía Penal 
de Paucarpata. 

Son aplicables por la razón que durante el 
periodo de suspensión de plazos se impidió el 
control por parte del Ministerio Publico en cuanto 
a las revocatorias. 

Esta suspensión y 
adecuación de los plazos no 
afecta constitucionalmente a 
los sentenciados a penas 
suspendidas. 

El artículo no es preciso en cuanto a 
sus contenido y aplicación por lo que 
si deberá ser modificado. 

Alarcón Morales, Gabriela 

Fiscal Adjunto Provincial de 

la Segunda Fiscalía Penal de 

Paucarpata. 

En este caso si son aplicables las resoluciones 
administrativas del Poder Judicial para el control 
por parte del Ministerio Publico y el cumplimiento 
de las reglas de conducta. 

La suspensión de plazos en 
las penas suspendidas, lo que 
si hacen es afectar a la 
víctimas de los delitos a penas 
suspendidas. 

Existe confusión en cuanto al virus 
COVID-19 que provoco la suspensión 
de plazos, por lo que una modificación 
al artículo 59 del CP sería factible. 

Huarhua Ortiz, Humberto 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

No se debería aplicar las resoluciones 

administrativas del Poder Judicial, a los plazos de 

las penas suspendidas porque ello puede traer 

consecuencias a los derechos constitucionales de 

los sentenciados a este tipo de penas. 

Es evidente la afectación en 
los derechos constitucionales 
a los sentenciados a penas 
suspendidas. 

Además de no ser preciso en cuento 
a la forma y aplicación de este 
artículo, seria ecuánime una 
modificación. 



 

 

 
Medina Minaya, Noemi 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

Aplicar las resoluciones administrativas del Poder 

Judicial, al plazo de las penas suspendidas 

implicaría vulnerar derechos constitucionales. 

Suspender los plazos de las 
penas suspendidas, 
implicaría ampliar el tiempo 
de la condena al prorrogar el 
periodo de prueba, siendo 
evidente la vulneración 
constitucional. 

Seria idóneo una norma 
complementaria que de claridad a 
este tema. 

 
León Huaman, Kryttsan 

Abogado Litigante del colegio 
de abogado de Arequipa 

No son aplicables las resoluciones administrativas 

del Poder Judicial a los plazos de las suspendidas. 
Esta adecuación de plazos 
provoca que el sentenciado 
a penas suspendidas 
continúe privado de su 
libertad parcial. 

Además de una modificación al 
artículo 59 del CP, se podría añadir 
norma supletoria. 

Carita Gonzales, Verónica 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

Considero que no le son aplicables la suspensión 

de plazos, a los plazos de las penas suspendidas 

ya que con ello se vulneraria derechos. 

La vulneración de los 

derechos de los 

sentenciados a penas 

suspendidas es evidente. 

Si considero que debería 
modificarse el artículo 59 del CP en 
su numeral 2, no siendo esta lo 
bastante clara. 

Valdez Mullisaca, Fiorella 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

Consideran aplicar las resoluciones 

administrativas por el COVID-19, significaría 

vulnerar derechos de las partes. 

Aplicar la suspensión de 

plazos por la COVID-19, si 

vulnera derechos 

constitucionales. 

Es aceptable una modificación o 

norma supletoria en cuento a la 

suspensión de plazos. 

Huacoc Carpio, Lizbeth 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

No se deben aplicar las resoluciones 

administrativas del Poder Judicial a los plazos 

de las penas suspendidas. 

La adecuación de los plazos 

por la resoluciones del 

Poder Judicial, perjudican 

en los derechos 

sentenciados a penas 

suspendidas. 

No es claro cuando procedería una 

ampliación o modificación al plazo 

de las penas suspendidas, por lo 

que si se podría modificar el art. 59 

del CP. 

Medina Pooll, Jorge 

Abogado Litigante del 

colegio de abogado de 

Arequipa 

Las resoluciones administrativas del Poder 

Judicial, no deben ser aplicados a los plazos de 

las penas suspendidas, debido a que esto 

provocaría vulneraciones en los derechos 

constitucionales de las partes. 

Si, se vulnera derechos 

constitucionales de los 

sentenciados a penas 

suspendidas. 

El artículo 59 del CP debería 

precisar en qué casos se puede 

suspender el periodo de prueba 

de las penas suspendidas. 

 

 

Fuente: Elaboración propia (2022). 
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V. DISCUSIÓN.

Desarrollamos en este espacio la discusión de resultados usando el método de 

triangulación, a través de realizar los resultados obtenidos mediante la 

recolección de datos como instrumento, como son la guía de entrevista y los 

antecedentes nacionales e internacionales como trabajos previos, desarrollados 

en la presente investigación 

En primer lugar, de los resultados de la guía de entrevista, con respecto al 

Objetivo General, se indica que se viene aplicando la suspensión de los plazos 

procesales a los plazos de las penas suspendidas, como son la suspensión de 

la pena en su ejecución y la reserva de fallo condenatorio, y se busca ampliar el 

tiempo de periodo de prueba en los Juzgados de Investigación Preparatoria del 

distrito judicial de Arequipa, aplicando las resoluciones administrativas del 

Consejo Ejecutivo del Poder Judicial por al COVID-19. 

Por otro lado, se precisa que, la aplicación de esta medida se ha dado de forma 

desproporcional, para los sentenciados a penas suspendidas siendo que los 

magistrados no son conscientes que, al ampliar el plazo de las penas 

suspendidas, además de que existe una problemática latente respecto de aplicar 

una resolución administrativa por sobre una norma sustantiva como es el código 

penal, y que por ello los sentenciados a este tipo de penas no han sido 

favorecidos al momento de solicitarla aplicación de esta resolución administrativa 

del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial por la COVID-19. 

Así también, la aplicación de una suspensión del plazo de la pena suspendida 

se encuentra de manera general en el Código Penal en su artículo 59, sin 

embargo, esta no es clara en que supuestos puede ser aplicada, asimismo, las 

resoluciones administrativas del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial que 

suspenden plazos procesales y administrativos, solo debían ser aplicadas a los 

plazos procesales, es decir a todo acto procesal que debía realizar dentro un 

plazo determinado se sujetó a una suspensión y que concluida este periodo de 
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suspensión debía reiniciarse el computo del plazo. 

Sin embargo, son los jueces que vienen aplicando esta suspensión a plazos 

distintos a los procesales, como son a los plazos de naturaleza material, ya que 

no consideran diferenciar las naturaleza de los diferentes tipos de plazos, sin 

embargo, ampliar el periodo de prueba de sentenciados a penas suspendidas 

es prorrogar el tiempo de sus reglas de conducta, es decir, esta persona seguirá 

privada de su libertad parcial, además que se verá mermada su económica, 

siendo que pese a ya haber cumplido el tiempo de su pena suspendida, con esta 

ampliación el sentenciado no podrá solicitar se le borren sus antecedentes, 

imposibilitándose el poder conseguir un trabajo estable, entre otras 

consecuencias. 

Asimismo, cabe resaltar que este sistema de una pena alternativa a la pena 

privativa de libertad efectiva, lo que busca es la resocialización del sentenciado 

que cometió un delito leve y se entiende que, por ello, no debería estar recluido 

en un centro penitenciario, sin embargo, esta persona cumple ciertas reglas de 

conducta que privan de su libertad de forma parcial. 

De igual modo, los expertos consideran que no se aplica la resocialización a los 

sentenciados a penas suspendidas, porque los magistrados continúan aplicando 

la suspensión de plazos procesales, a los plazos de las penas suspendidas 

vulnerando derechos constitucionales, y que a pesar de que son las propias 

resoluciones administrativas del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial las que 

precisan a que ámbitos temporales le son aplicables esta suspensión de plazos, 

en la praxis se viene aplicando de manera errónea. 

Al respecto, comparando los hallazgos referidos precedentemente con los 

resultados de los trabajos previos, Morey (2019), menciona que, la pena 

suspendida es un tipo de pena que priva de la libertad del sentenciado a este 

tipo de penas, siendo que cumple su finalidad como tal, ya que se le impone 

reglas conducta que el sentenciado deberá cumplir privándolo de su liberad 

parcialmente y que esta última debe ser racional con la pena, es decir las reglas 
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de conducta no pueden ser mayores a la pena como tal, y con mayor razón no 

deberán ser prorrogadas. 

Asimismo, Celis Mendoza (2021), ratifica que, respecto a la situación actual, las 

resoluciones administrativas emitidas por el Consejo Ejecutivo del Poder 

Judicial, no deben ser aplicadas al plazo del periodo de prueba, que su sola 

aplicación provocara la afectación de los derechos constitucionales a los 

sentenciados a penas suspendidas y que afectara el principio de legalidad. 

Seguidamente, de los resultados de la guía de entrevista respecto al Objetivo 

Específico 1, se indica que las resoluciones administrativas del Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial a mérito de la COVID-19, fueron motivadas en el 

contexto de la emergencia sanitaria que vive el país, para evitar la propagación 

de este virus y su finalidad es la de suspender todos los actos procesales que 

debían de ser realizados en un determinado tiempo y una vez terminado este 

periodo de suspensión, se reiniciaría el computo del plazo del acto procesal 

pendiente. 

Así también, estas resoluciones administrativas están siendo aplicadas a los 

plazos de las penas suspendidas, viéndose afectados los sentenciados a penas 

suspendidas sujetas a reglas de conducta. Para terminar, los expertos 

mencionan que la aplicación de una pena suspendida es la de evitar el 

internamiento a un centro penitenciario de un sentenciado a pena leve, 

salvaguardando y motivando su derecho a la resocialización y por ende el de la 

libertad. 

Al respecto, contrastando lo señalado, con los resultados de los trabajos previos, 

Alegría (2018), manifiesta que aplicar una norma por sobre otra norma incluso si 

no es de mayor jerarquía, provoca que se vulnere derechos constitucionales de 

los sentenciados cuando se vean afectados por esta práctica. Por otro lado, Alfaro 

(2015), menciona que la suspensión de la pena condicional, tiene como finalidad 

no aplicar la pena efectiva como último recurso del Derecho Penal, buscando el 

derecho a la resocialización como fin. 
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Entonces, se tiene que los entrevistados, así como los hallazgos de los trabajos 

previos, establecen que la suspensión de la pena condicional es un beneficio 

contemplado en la norma como alternativa a la pena efectiva, y que una norma 

diferente que busque ampliar el plazo de este tipo de penas traería 

consecuencias jurídicas y constitucionales. Por lo que, en base a la aplicación 

de las resoluciones administrativas del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial a 

los plazos de las penas suspendidas, se ha buscado diferenciar que a este tipo 

de plazo no corresponde aplicar las ya mencionadas resoluciones 

administrativas. 

 

Respecto al Objetivo Específico 2, los expertos entrevistados en su mayoría 

señalan que, los sentenciados a penas suspendidas se han visto afectados en 

sus derechos constitucionales, porque diferentes jueces de Investigación 

Preparatoria han venido aplicando a las resoluciones administrativas del 

Consejo Ejecutivo del Poder Judicial al plazo de la suspensión de la pena, a 

través de resoluciones, donde se amplía el tiempo o plazo de las reglas de 

conducta de los sentenciados sujetos a estas, pese a que ya cumplieron con el 

tiempo de su sanción. 

 

Por otro lado, se debe de considerar que, al ampliar el tiempo a cumplir de las 

reglas de conducta, el sentenciado queda privado de su libertad parcial por un 

tiempo extra al de su condena. Asimismo, contrastando los resultados de 

trabajos previos, Prado M., (2019) en su investigación señala que incluso la 

revocación de una pena suspendida por la aplicación correcta de la norma, 

resulta con la afectación de los derechos constitucionales a esta pena. Del 

mismo modo Celis Mendoza (2021) manifiesta que la aplicación de las 

resoluciones administrativas del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial que amplía 

el tiempo de la pena suspendida, afectara el principio de legalidad y derechos 

constitucionales. 

 

En consecuencia, tanto los entrevistados, y los hallazgos de los trabajos previos, 

establecen que los sentenciados a penas suspendidas se ven afectados en sus 
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derechos constitucionales, por la aplicación de las resoluciones administrativas 

del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial que suspenden los plazos procesales, 

al plazo de la pena suspendida porque se amplía el periodo de las reglas de 

conducta pese a que ya cumplió con el tiempo integro de la sanción y es que se 

debe tomar en cuenta la naturaleza de los plazos para una correcta aplicación y 

dar pase a los objetivos que busca cumplir la pena suspendida. 
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VI. CONCLUSIONES

6.1. Se concluye que la suspensión del plazo de la pena condicional 

mediante la aplicación de las resoluciones administrativas del Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial en tiempos de COVID-19, a los plazos de 

las penas suspendidas perjudican los derechos constitucionales de los 

sentenciados a este tipo de penas suspendidas, por un mal criterio de 

aplicación por parte de los operadores penales, debido en muchos casos 

al desconocimiento de la naturaleza de los plazos. 

6.2. Se identificó que la suspensión de los plazos procesales por las 

resoluciones administrativas del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial a 

mérito de la COVID- 19, se vienen aplicando a los plazos de las penas 

suspendidas, por parte de los magistrados de Investigación Preparatoria 

en el distrito judicial de Arequipa y en todo el país. 

6.3. Se conoció que existe un perjuicio en los derechos constitucionales de 

los sentenciados a penas suspendidas, siendo que estos cumplen un 

periodo de prueba, conociendo que durante este periodo los condenados a 

este tipo de penas,se encuentran privados de libertad parcial al cumplir 

ciertas reglas de conducta. 
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VII. RECOMENDACIONES

7.1. Se recomienda mayor capacitación respectos a la naturaleza de 

los plazos procesales y plazos materiales, a los integrantes de los 

Juzgados de Investigación Preparatoria del distrito judicial de 

Arequipa, para la correcta aplicación de las resoluciones 

administrativas emitidas por el Consejo Ejecutivo del Poder 

Judicial a causa del COVID-19, cuyo contenido suspende y 

adecua los plazos procesales, siendo necesario la verificación a 

la afectación constitucional que conllevaría aplicar estas 

resoluciones administrativas a los plazos de las penas 

suspendidas. 

7.2. Se sugiere la Implementación de una norma suplementaria y/o 

extraordinaria, que regula en qué casos es aplicable las 

resoluciones administrativas emídidas por el Consejo Ejecutivo del 

Poder Judicial por la COVID-19, toda vez que se viene afectando 

derechos constitucionales de los sentenciados a penas 

suspendidas, siendo que se viene aplicando las resoluciones 

administrativas mencionadas a los plazos de las penas 

suspendidas, prorrogando su periodo de prueba y sus reglas de 

conducta, por lo que contar con mayor material, información y 

datos, contribuirá con la reducción dela mala práctica de la misma. 

7.3. Se propone que el Poder Judicial mediante su Consejo Ejecutivo, 

precise en sus resoluciones administrativas por la COVID-19, a 

que ámbitos temporales le es aplicable esta suspensión de plazos 

procesales, lo que contribuirá a que se optimice la aplicación de 

estas resoluciones administrativas y la reducción a la vulneración 

de derechos constitucionales de los sentenciados a penas 

suspendidas. 
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ANEXOS 



ANEXO I: MATRIZ DE CONSISTENCIA 

TÍTULO: “La suspensión de la pena condicional, mediante las resoluciones administrativas del 
CEPJ en tiempos de COVID-19”. 

PROBLEMAS OBJETIVOS 
SUPUESTO 

CATEGORIA SUBCATEGORÍAS MÉTODO 

Problema General 

¿De qué manera la suspensión del 
plazo de las penas condicionales 
mediante   resoluciones 
administrativas del CEPJ en tiempo de 
COVID-19, afectan los derechos 
constitucionales a los sentenciados a 
penas suspendidas, en el distrito 
judicial de Arequipa? 

Problemas específicos: 

b) ¿Porque, se suspenden los plazos
de las penas condicional, con la
aplicación de las resoluciones
administrativas del CEPJ, en tiempos
de COVID-19?

c) ¿Cuáles, serían los perjuicios a los
derechos constitucionales, que se le
ocasionaría a los sentenciados a penas
suspendidas?

Objetivo General: 

Identificar si, la suspensión del plazo 
de la pena condicional mediante 
resoluciones administrativas del 
CEPJ en tiempos de COVID-19, 
afectan los derechos 
constitucionales a los sentenciados 
a penas suspendidas, en el distrito 
judicial de Arequipa. 
. 

Objetivos específicos: 

a) Determinar la suspensión de los
plazos de la pena condicional, con
la aplicación de las resoluciones
administrativas del CEPJ, en
tiempos de COVID-19.

b) Explicar, los perjuicios a los
derechos constitucionales, que se
le ocasionaría a los sentenciados a
penas suspendidas.

Sera que, la suspensión 
del plazo de la pena 
condicional mediante 
resoluciones 
administrativas del CEPJ 
en tiempos de COVID- 
19, afectan los derechos 
constitucionales a los 
sentenciados a penas 
suspendidas, en  el 
distrito judicial de 
Arequipa. 

Supuesto específicos: 

a) Sera que, la 
suspensión de los plazos 
a       las penas 
suspendidas, se aplican 
con las resoluciones 
administrativas del 
CEPJ, en tiempos de 
COVID-19 

b) Será que, se
perjudicaría derechos
constitucionales a los
sentenciados a penas
suspendidas.

El plazo de la 
suspensión de 
pena 
condicional 

Resoluciones 
administrativas 
del CEPJ, en 
tiempos de 
COVID-19. 

Reserva del fallo 
condenatorio. 

Periodo de prueba 

Suspensión de la 
ejecución de la 
pena. 

Efectos jurídicos 
de una 
resolución 
administrativa 

Suspensión del 
plazo por una 
resolución 
administrativa 

Enfoque: Cualitativo 

Método: Básico 

Diseño: Teoría 

fundamentada 

Estudio: No 
experimental 

Participantes: 

Profesionales del 
Derecho 

Técnica: Entrevista y 

Análisis documental 

Instrumento: Guía de 
Entrevista y Guía de 
Análisis documental 

Hernández, R. (2010). Metodología de la Investigación. México: Interamericana Editor 
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FUENTE 
DOCUMENTAL 

CONTENIDO DE LA FUENTE A 
ANALIZAR 

ANÁLISIS DEL 
CONTENIDO 

CONCLUSIÓN 

Corte Superior 
de Justicia de 
Arequipa  – 
Primer Juzgado 
de Investigación 
Preparatoria 
Expediente: 
5786-2019   - 
AREQUIPA 

CONSIDERANDO CUARTO: 

[…] Sin embargo, hay que tomar 
en cuenta también que el periodo 
de suspensión o el periodo de 
prueba, teniendo en cuenta los 
periodos que se suspendieron 
entre el 16 de marzo hasta el 31 
de agosto del año pasado y este 
año también se dispuso la 
suspensión de plazos 

mediante las 
resoluciones administrativas del 
Consejo Ejecutivo del Poder 
Judicial […] el Juzgado considera 
que correspondería prorrogar el 
periodo de suspensión como 
señala el artículo 59 numeral 2 
del Código Penal […] y el 
despacho en ese sentido va a 
prorrogar por tres meses más el 
periodo de suspensión a efecto 
se cumpla con esta regla de 
conducta. 

Ante   la  aplicación 
automática por parte de 
los  operadores   de 
justicia,   de  las 
resoluciones 
administrativas   del 
Consejo  Ejecutivo  del 
Poder Judicial, en los 
periodos de suspensión 
sujetos a un periodo de 
prueba, implica prorrogar 
el tiempo  de una 
sentencia por un lapso 
más de tiempo. 

La aplicación   de  las 
resoluciones 
administrativas      del 
Consejo  Ejecutivo  del 
Poder  Judicial,  que 
prorroga el periodo de la 
suspensión de la pena, 
es una medida que se 
toma automáticamente 
por la coyuntura de la 
pandemia, pese a que se 
evidencia vulneraciones 
en  los   derechos 
constitucionales de los 
sentenciados a  penas 
suspendidas. 

OBJETIVO GENERAL: ANALIZAR LA SUSPENSION DEL PLAZO MEDIANTE LAS 

RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEL CONSEJO EJECUTIVO DEL 

PODER JUDICIAL, SI AFECTAN DERECHOS CONSTITUCIONALES 
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FUENTE 
DOCUMENTAL 

CONTENIDO DE LA FUENTE A 
ANALIZAR 

ANÁLISIS DEL 
CONTENIDO 

CONCLUSIÓN 

Corte Superior 
de Justicia de 
Arequipa  – 
Segundo 
Juzgado de 
Investigación 
Preparatoria de 
Paucarpata 
Expediente: 
3916-2017 - 
AREQUIPA 

CONSIDERANDO SEGUNDO: 

[…] con fecha tres de mayo del 
dos mil dieciocho […] se impuso 
dos años y siete meses de pena 
privativa de libertad suspendida 
en su ejecución por el plazo de 
dos años, bajo el cumplimiento 
de reglas de conducta. […] se 
resuelve mediante la resolución 
07-2021 de fecha cinco de mayo
del dos mil veinte y uno
rehabilitado al sentenciado.

Se viene aplicado de 
manera automática la 
aplicación de la 
suspensión de plazos 
procesales por parte de 
los jueces penales, 
prorrogando el periodo 
de prueba de los 
sentenciados a penas 
suspendidas. 

Esta aplicación  de   la 
suspensión    de plazos 
procesales,      por   las 
resoluciones 
administrativas  que 
emitió   el     Consejo 
Ejecutivo   del  Poder 
Judicial,   se   viene 
aplicando   en  las 
resoluciones emitidas por 
los jueces penales, sin 
una mayor precisión del 
mismo      en       los 
considerandos   de    las 
propias   resoluciones, 
viéndose afectados solo 
los sentenciados a penas 
suspendidas, debido a 
que se le prorroga el 
tiempo de    su    pena 
suspendida, continuando 
privados de su libertad 
parcial. 

OBJETIVO ESPECIFICO I: ANALIZAR LA SUSPENSION DE LOS PLAZOS DE LA 

PENA CONDICIONAL CON LA APLICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES 

ADMINISTRATIVAS DEL CEPJ, EN TIEMPOS DE COVID-19 

TÍTULO: LA SUSPENSIÓN DE LA PENA CONDICIONAL, MEDIANTE LAS 

RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEL CONSEJO EJECUTIVO DEL 
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FUENTE 

DOCUMENTAL 

CONTENIDO DE LA FUENTE A 

ANALIZAR 

ANÁLISIS DEL 

CONTENIDO 

CONCLUSIÓN 

Corte Superior 
de Justicia de 
Arequipa – 
Primer Juzgado 
de Investigación 
Preparatoria de 
Paucarpata 
Expediente: 
9777-2018 - 
AREQUIPA 

CONSIDERANDO SEGUNDO: 

[…] revocar el régimen de 
prueba, esto es, para hacer 
efectivo el apercibimiento de 
revocatoria del periodo de 
prueba […] descontando el 
periodo de suspensión de plazos 
procesales por la cuarentena 
dictada por el gobierno 
comprendido entre le diecisiete 
de marzo al treinta de agosto del 
dos mil veinte. 

La suspensión de plazos 
procesales por  las 
resoluciones 
administrativas     del 
Consejo Ejecutivo del 
Poder Judicial, se viene 
aplicando en los periodos 
de prueba   de  los 
sentenciados  a penas 
suspendidas, sin tomar 
en cuenta si es correcta 
su aplicación para este 
tipo de plazos. 

Se puede afirmar que, 
esta aplicación 
desproporcional  de 
suspensión de plazos al 
periodo de prueba de las 
sentencias suspendidas, 
afectan  derechos 
constitucionales de los 
condenados a este tipo de 
pena, siendo que, si bien 
los mismos cumplen la 
pena fuera de un centro 
penitenciario, al cumplir 
reglas de conducta, se 
encuentra privados de su 
libertad parcial, y 
prorrogar este tipo 
conlleva a un panorama 
desfavorable para los 
sentenciados a este tipo 
de penas. 

TÍTULO: LA SUSPENSIÓN DE LA PENA CONDICIONAL, MEDIANTE LAS 

RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEL CONSEJO EJECUTIVO DEL 

OBJETIVO GENERAL: DETERMINAR, LOS PERJUICIOS A LOS DERECHOS 

CONSTITUCIONALES, QUE SE LE OCASIONARIA A LOS SENTENCIADOS A PENAS 

SUSPENDIDAS. 
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